Intervención del Dr. Gustavo Bell Lemus, Vicepresidente de la República.

Reverendo Padre Gerardo Arango Puerta S.J, Rector de la Pontificia Universidad Javeriana; Doctor Jorge García-González, Representante de la Organización de  Estados Americanos; Reverendo Padre Eduardo Uribe Ferrero, S.J, Vicerrector del Medio Universitario, Reverendo Padre Luis Fernando Alvarez Londoño S.J, Decano del Medio Universitario de la Facultad de Ciencias Juridicas;  Doctor Gustavo Zafra Roldán, Decano Académico de la Facultad de Ciencias Jurídicas; Doctora María Amalia Serna Forero, Secretaria Académica, Doctor Daniel Kaufmann Economista Principal del Banco Mundial;  Doctor James Spinner Asesor jurídico adjunto del BID, Señores Decanos, señores profesores, estudiantes, amigas y amigos todos.

Quiero expresar ante todo mis especiales agradecimientos a los organizadores de este importante evento, por la deferencia que han tenido con mi persona al permitirme unas cuantas palabras en este acto de instalación.  Agradecerles también la oportunidad que me dan de volver a ésta, mi Universidad, y por primera vez a este recinto tan significativo para la Facultad de Derecho de la cual soy uno de sus egresados.  Aquí en sus aulas me formé, aquí aprendí no sólo los conceptos básicos del derecho sino también las ideas acerca de la política y el Estado, ideas que tuve la oportunidad de poner en práctica cuando me desempeñé como Gobernador del Departamento del Atlántico en el período 1992-1994, y es precisamente sobre esa experiencia que quisiera compartir con ustedes algunas reflexiones e ideas relacionadas con el tema de este Foro.  Estimo que algo puedo aportar como fruto de mis afanes al frente de una entidad territorial asediada por diferentes prácticas de corrupción y con las limitantes propias de nuestra institucionalidad.  Antes que reiterar la importancia de enfrentar y luchar contra las conductas que atentan contra el erario  público, les pido un tanto de benevolencia para contarles cosas que quizás podrán parecerles de puro orgullo, pero que a veces olvidamos con facilidad.

Lo primero que tendría para contarles es que existe la idea, generalizada entre la ciudadanía, que cualquiera que llegue a ocupar un cargo de mando por elección popular tiene compromisos políticos ineludibles que necesariamente se traducirán en un manejo de los recursos públicos, que si bien no necesariamente será ilícito si redundarán beneficios de aquellos que lo apoyaron en su elección.  

Es también generalizada la opinión para ser más radical, que todo aquel que llegue a un cargo político se va a lucrar de él.  Esta concepciones se traducen en que más temprano que tarde al gobernante le hacen propuestas para disponer en forma discrecional de los dineros públicos.  De allí surge, entonces, para el gobernante la importancia de asumir desde un principio una posición vertical que le permita revestirse  de toda la autoridad moral del caso para iniciar la lucha contra la corrupción.  Al primer intento de propuestas irregulares se debe ser absolutamente enfático e inequívoco de tal forma que se sienta un precedente, no sólo frente a terceros sino también ante los propios subalternos.  Ello por cuanto cualquiera que sea la aptitud que se adopte ésta pronto trascenderá.  

Es común que los focos de corrupción se presenten en las dependencias inferiores de la estructura de la administración, generalmente asociadas con aquellas dependencias ante las cuales el ciudadano común tiene que adelantar trámites.  

Todo procedimiento sujeto a una cadena interminable de pasos y requisitos es una fuente potencial de corrupción, de allí la importancia de simplificar y sistematizar al máximo estos procedimientos, aquí los resultados son casi inmediatos, evidentes, estimulantes y de gran relevancia pública, así fue en el caso del Atlántico en cuanto al pago de cuentas y anticipos, los resultados no sólo se dieron al implantar la sistematización en la Secretaria de Hacienda, sino que ellos pronto trascendieron a la ciudadanía que empezó a apropiarse de ellos.  Es indispensable entonces para asegurar la permanencia de esos procedimientos, esa apropiación del ciudadano común para que éste no se deje engañar posteriormente.  En este sentido no está de más publicitar al máximo esos logros  y enfatizarle a la opinión pública que no permita procedimientos indebidos.  Para asegurar el manejo correcto de los bienes públicos en el interior de una entidad estatal, es indispensable también tomar medidas sancionatorias ejemplares ante el primer conocimiento probado de actos irregulares, no para crear precisamente un clima intimidatorio en el personal, sino para enviar el mensaje de que la cosa es en serio y que no se permitirán conductas que vayan contra los principios que la administración quiera respetar.  

Ocurre con cierta frecuencia, especialmente con aquellos funcionarios que provenían de administraciones anteriores, que una vez adoptada la sanción venga en su defensa o abogar por ellos quienes lo recomendaron políticamente, aquí es preciso ser inflexible de lo contrario las consecuencias serán negativas para la lucha contra la corrupción.

En el caso de la Gobernación fue importante mantener una cierta mística en lo que se estaba haciendo y recordarles de alguna forma a los empleados el sentido de la administración pública, no todos los funcionarios tienen un mínimo de comprensión de lo que es el Estado, de los impuestos, del bien común, particularmente me dirigí en varias ocasiones a los empleados de la Gobernación para explicarles el objetivo de los procesos de reestructuración que estábamos adelantando en las diferentes dependencias. Hice lo posible para que los empleados se sintieran orgullosos de los logros que estábamos obteniendo, ignoro si ello sirvió para algo, pero todavía es la hora que muchos empleados me manifiestan su honor y orgullo de haber iniciado un proceso de cambio de mentalidad en la Gobernación.  

Podría extenderme en muchas experiencias concretas de cómo adelantamos en el Atlántico una exitosa lucha contra la corrupción, reconociendo que en la medida en que ella no será exclusivamente en el interior de la administración y que se requiere también el concurso de los particulares, sus alcances son limitados.  Lo que quiero  enfatizar es que es indispensable la voluntad política de combatirla, no sólo de quien obra como gobernante, sino también de su equipo de colaboradores, pero acompañada también de medidas administrativas eficaces.  Ya existe suficiente legislación para combatir la corrupción, pero para que ello de resultado  es preciso la voluntad y la decisión que no siempre se da.

Por último quiero manifestar mi experiencia frente a un Departamento con muchas necesidades y escasos recursos, me permitió comprobar que si bien éstos no abundan, los pocos que se tienen bien manejados con transparencia y pulcritud  son suficientes para iniciar procesos continuos  de mejoramiento en la calidad de vida de nuestros ciudadanos.  Si la corrupción se devora los recursos del desarrollo, por ello hay que persistir en combatirla sin desmayo con la convicción que cada peso que le ganemos a los corruptos se multiplica en beneficio de los más necesitados.

Podrá haber pasado por elemental en estas palabras pero pienso que es un recordar lo obvio, combatir la corrupción y un imperativo en nuestros gobernantes y todo aquello que nos ayude a mejorar esta lucha será bienvenido. 

Por ello celebro la organización de este Foro que de seguro nos aportará muchas luces  para quienes hoy estamos ante una batalla de gigantescas proporciones sólo comparable al tamaño  del deseo de compromiso que nos anima a ganarla para las generaciones  futuras.  Muchas gracias.

